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Exp. 812/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 812/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., once de mayo del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 818/2021/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de noviembre del dos mil veintiuno, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:
“La determinación de la contribución relativa al pago de derechos por servicio de: Cargo por ********** Adeudo anterior **********; Agua Potable **********; Drenaje **********; Tratamiento **********; Crédito por redondeo siguiente recibo ********** e IVA **********; cantidades consignadas en el contrato ********** emitida por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) con el que se pretende cobrar la cantidad total de consumos de ********** ********** lo cual me fue notificado a través del estado de cuenta con número de folio ********** entregado en mi domicilio con fecha dos de noviembre del año 2021.”

II.- Mediante proveído de dieciséis de noviembre del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera.
En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada en líneas que antecede; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que la notificación que por esa vía realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera llevado a cabo, en el entendido que dicha notificación se tendría por efectuada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. Consecuentemente con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la autoridad demandada que si no contestaba la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte se concedió la medida cautelar a efecto de que la autoridad demandada no suspendiera ni restringiera el servicio de agua potable y drenaje en el domicilio ubicado en**********.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 
III.- En proveído de fecha trece de diciembre del dos mil veintiuno, se dio cuenta con el oficio sin número y sus anexos, signado por el licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS) ingresado con el folio ********** en el buzón de promociones de término de este tribunal; mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio. 
Por tanto, se tuvo a la autoridad compareciente por contestada la demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora y que refiere en su oficio de cuenta; en este sentido, con una copia simple del oficio de contestación, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Por otra parte, para los efectos señalados en el artículo 22 del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, para el caso fortuito, fuerza mayor o falla técnica del Buzón Electrónico y por ello se ordenó que las notificaciones en este juicio se hicieran de manera tradicional.

Asimismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Ordenamiento Procesal en consulta, y 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se tuvieron por admitidas como pruebas ofrecidas por las partes, las que se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 
· Original del duplicado del estado de cuenta ********** que detalla como documental primera del capítulo de pruebas de su escrito de demanda.

· Copia certificada de la credencial expedida por el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (INAPAM), a favor del actor.
· Copia certificada del pasaporte No. **********, expedido por la Secretaría de Relaciones Exteriores, a nombre del actor.
· Copia certificada del acta ********** del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital, que detalla como documental cuarta en el capítulo de pruebas de la demanda.
· Estados de cuenta originales con números de folios **********, expedidos por el Organismo INTERAPAS.
· Recibo de pago expedido por la empresa “**********, de fecha de timbrado veintiuno de octubre de dos mil veintiuno.
· Cuatro impresiones fotográficas que detalla como documental séptima del capítulo de pruebas de su demanda.
· Presuncional legal y humana;
· Instrumental de actuaciones.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento de fecha diecinueve de octubre del dos mil veintiuno; 
· Confesional expresa;

· Presuncional legal y humana;

· Instrumental de actuaciones.
· Asimismo en cuanto a la prueba de inspección ocular, detallada en el punto 3 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda; con fundamento en el artículo 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordenó dar vista a la parte actora, para que en el término de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera y en su caso propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección; además se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría la fecha y hora para la celebración de la audiencia final prevista en el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Finalmente se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativa para el Estado
IV.- En auto de fecha treinta y uno de enero del presente año, se le tuvo a la parte actora por precluido su derecho para que realizara manifestaciones respecto a la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, para el caso de proponer la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección.
Asimismo con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo como prueba de la autoridad demandada, además de las ya admitidas, la prueba de inspección ocular, señalada en el punto 3 del capítulo de pruebas de su contestación de demandada, la que se admitió para efecto de que el funcionario de este Tribunal a quien se comisionara el día de la audiencia final, se constituyera en el domicilio ubicado en **********, con el fin de verificar los siguientes extremos:
a) Este Tribunal deberá verificar si el domicilio ubicado en CALLE ********** EN ESTA CIUDAD, CON NUMERO DE CONTRATO ********** cuenta con medidor.

b) Si en caso de existir el medidor, el mismo se encuentra a la vista.

c) Que verifique si el domicilio CALLE **********, **********, CON NUMERO DE CONTRATO **********, cuenta con servicio de agua potable en el interior del mismo, hecho que se puede apreciar a simple vista, dado a que con abrir alguna de las llaves del interior del domicilio se puede OBSERVAR si cuenta con agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

d) Que verifique si el domicilio ubicado en CALLE **********, CON NUMERO DE CONTRATO **********, cuenta con agua potable en el aljibe y tinaco, hecho que se puede apreciar a simple vista, con tan solo abrir la tapa y OBSERVAR si hay agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

Consecuentemente se dijo a las partes que en la fecha y hora fijada para la celebración de la audiencia final se llevaría a cabo el desahogo de la inspección ocular, citándoseles a fin de que estuvieran en aptitud de acudir para hacer las observaciones que consideraran pertinentes. 

Finalmente, se señalaron las doce horas del veintiocho de febrero del dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
V.- En auto de fecha dieciséis de febrero de dos mil veintidós, se dio cuenta con el escrito recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal con el folio 28488, el ocho de febrero del dos mil veintidós, firmado por **********, actor del juicio, mediante el cual manifestó que ampliaba su demanda y tomando en consideración que acorde a lo establecido en el diverso artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en caso de darse alguno de los supuestos que señala dicho precepto; y toda vez que la parte actora interpuso la ampliación de demanda, dentro del citado término, manifestando que, la autoridad demandada en su contestación introdujo cuestiones que no le eran conocidas, en lo esencial, la inexistencia de un medidor del consumo de agua en su domicilio, el impedimento para realizar la lectura de consumo del agua y la implementación de diversas actuaciones, como las hojas de trabajo de las tomas de lectura o las facultades de comprobación que anuncia la demandada.
Atento a lo anterior, y tomando en consideración que tal ampliación constituye una formalidad esencial en el procedimiento, cuyo ejercicio no debe ser negado; con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 35 fracción I de este Tribunal; 237 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora, por interpuesta la ampliación de demanda; a virtud de lo cual se ordenó que con una copia simple del escrito de ampliación se corriera traslado a la autoridad demandada, para que con fundamento en los artículos 242, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado, dentro del término de diez días hábiles, contestara la ampliación de demanda, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Consecuentemente, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas a que se refirió en el escrito de ampliación de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de mérito y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 245, 246 y 247, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se difirió la audiencia final señalada para celebrase a las doce horas del veintiocho de febrero de dos mil veintidós; precisándose que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada para contestar la ampliación de demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para su celebración.
VI.- En auto de fecha nueve de marzo de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio, signado por el licenciado José Antonio Lugo Álvarez, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); mediante el cual dio contestación a la ampliación de demanda, a virtud de lo cual, se tuvo a la autoridad compareciente por contestando la ampliación de la demanda, por lo que en consecuencia  con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta y su anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondan.

En cuanto a la solicitud que formulo la autoridad compareciente, en relación a que se le diera vista al promovente del juicio, del medio conciliatorio denominado “cuenta nueva y borrón”, que ofreció al actor; se ordenó, dar vista a la parte actora para que manifestara lo que en derecho conviniera, respecto del medio conciliatorio señalado por la autoridad demandada en su contestación; precisando que en relación a su solicitud consistente en que se notificara de forma personal al actor del juicio de dicho medio conciliatorio, en su domicilio y no por conducto de su autorizado; que con fundamento en el artículo 217, primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que establece que los juicios que se promuevan ante este Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este código; por tanto, no ha lugar a acordar de conformidad con dicha petición; toda vez que el trámite que solicitó por conducto de este Tribunal, no se encuentra previsto en las disposiciones contenidas en el Código Procesal Administrativo, en comento.
Por otra parte, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Ordenamiento Procesal en consulta, y 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se tuvieron por ofrecidas como pruebas de la parte actora, dentro de la ampliación de demanda, las siguientes:

· La confesional expresa que detalla en el capítulo de pruebas del oficio de contestación a la ampliación de demanda.
· La presuncional legal y humana.
· La instrumental de actuaciones.

Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del treinta y uno de marzo de dos mil veintidos, para el desahogo de la audiencia de ley, precisando que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, la citada audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes.
VII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, así como del escrito de ampliación de demanda y contestación a la misma, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se llevó a cabo el desahogo de la Inspección Ocular en el domicilio del actor, que fue ofrecida por la autoridad demandada, quedando agregada el acta correspondiente, a foja 107 de autos; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formuló el autorizado de la parte actora y se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio el C. **********, a impugnar el consumo de agua potable, emitido por el Organismo denominada INTERAPAS, por la cantidad de ********** a través del estado de cuenta con número de folio **********, que además del periodo de facturación 08-09/2021 (agosto-septiembre 2021), incluye 98 meses de adeudo; el cual se encuentra dirigido a nombre de la persona moral ya señalada  en el domicilio ubicado en **********visible a foja 14 de autos; por lo que la parte accionante tiene interés legítimo para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del licenciado **********, en su carácter de Director Jurídico de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a fojas 58 de autos.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 11 de noviembre del 2021, por la cantidad total de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo documento fue aportado por la demandante.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que la demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia en el juicio y de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 04 a la 11 y 72 a la 86 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado lo es el cobro que se pretende mediante el estado de cuenta con número de folio **********, relativo al periodo de facturación 08-09/2021 (agosto-septiembre 2021), por la cantidad de **********, expedido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

Ahora bien, el inconforme en su escrito inicial de demanda  y ampliación a la misma hace valer diversos conceptos de impugnación, mismos que se sintetizan de la siguiente manera:

Que el INTERAPAS pretende sin causa o razón jurídica y sin sustento legal, obligarla a cubrir un importe por concepto de derechos que no ha causado, que no se justifica el hecho causal que dio origen a la determinación de la contribución; que si bien es cierto, los derechos por consumo de agua y uso de servicios de drenaje alcantarillado y saneamiento, son contribuciones previstas en la Ley de Hacienda para los municipios del Estado y son definidos por el Código fiscal de la entidad, como aquellas contribuciones a cargo de personas que se benefician con el aprovechamiento de bienes de dominio público, o bien por servicios que presta el estado, en el caso en particular la demandada no especifica la descripción y elementos que dieron motivo a la determinación de la contribución relativa al pago de derechos por servicio de agua potable que se pretende cobrar, ya que omite determinar las fechas de consumo, rehabilitación del servicio y relacionarlos al régimen tarifario que establece, así como la tarifa actual por concepto de agua potable, además del procedimiento del cobro realizado, bases de rango de consumo está promediando el resultado .
Que la autoridad demandada la requiere del pago por una cantidad consistente en 98 meses de adeudo y servicios de agua potable, sin estar debidamente fundado y motivado, pues no establece una determinación calculada conforme a la Ley de Cuotas y Tarifas , ya que constantemente no se le proporciona el servicio que dicen otorgarle en el recibo de cobro impugnado, pues el agua que consume por lo regular es generada por el pago de pipas de agua, por lo que no se justifica el hecho causal que dio origen a la determinación de la contribución; que suponiendo sin conceder que se haya gastado el consumo que determina el INTERAPAS, dicho organismo está obligado en términos de lo previsto en el artículo 171 de la Ley de Aguas para el Estado y en la Ley de Cuotas y Tarifas, esto es, se debe cubrir un derecho equitativo y proporcional por el servicio de drenaje y tratamiento.

Que niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que ahora dicen que debe de pagar por meses de adeudo, y consecuentemente niega haber originado el pago de derechos por la descarga o uso de drenaje en forma desproporcional al consumo.

Que la demandada le requiere por el pago de 98 meses de adeudo por la cantidad de **********, sin que esté vinculada a la norma y a las operaciones aritméticas que lleguen a establecer como se llegó a la cantidad que se finca de 98 meses de adeudo y el periodo 08-09/2021; que no señala metros cúbicos relacionados a un rango de consumo ni en la estimación de consumo ni en el periodo de facturación que establece.
Que por otra parte, en el caso opero la prescripción del adeudo por concepto de derechos de agua potable y alcantarillado respecto del periodo comprendido del supuesto inicio del adeudo al mes de noviembre del 2016, en virtud de que transcurrieron más de cinco años a partir de que el crédito pudo ser exigido, sin que la demandada haya realizado ninguna acción tendiente a la ejecución del pago, ni gestión de cobro alguna; además que no existe lógica en el consumo de agua, cuyo consumo homologa a todos los años, por lo que desconoce cómo surgieron los datos para el cobro ya que nunca fueron a tomas la medición, no obstante que el medidor está ubicado afuera de su casa. 

Que de manera incongruente la demandada al contestar la demanda es incongruente porque señala por un lado como tipo de cobro el de servicio medido y por otro que aplica promedio de toma (del consumo registrad de los tres últimos meses), como también que por un señala que se le cobra como tipo de servicio doméstico y posteriormente se contradice diciendo que se le cobra como  industrial; que además que la demandada erróneamente señala que para el caso de que fuera verdad que el domicilio no contara con medidor, tampoco existe solicitud del mismo, pero que contrario a lo que afirma la demanda el domicilio si cuenta con medidor, además de que no justifica el impedimento para la toma de lectura que afirma, ni tampoco justifica que el consumo de agua de 130 m3 que señala y que deriva de las tres últimas lecturas.  Que se le está aplicando un consumo de agua de noventa y ocho meses que se refieren como adeudo en el recibo **********, sin haberse substanciado los procedimientos relacionados con su determinación de crédito fiscal.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resultan ser fundado y por tanto suficiente, para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen:
En primer término se debe de establecer que en el presente asunto al tratarse de la emisión de un recibo de pago, el Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, motivo por el cual dichos actos adquieren el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública. 

Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de la ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.(Art. 143 de la Ley en cita). 
Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el Artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el Artículo 6 de la mencionada ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.

En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su Artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.

Bajo esta tesitura se tiene que es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predio edificado o no edificado el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se tiene que la parte actora comparece a juicio, manifestando que tiene su domicilio en el inmueble ubicado en **********, lo cual coincide con lo establecido en el recibo de cobro impugnado, dado que en el mismo aparece como destinatario el actor.
El acto impugnado consistente en el Estado de cuenta con número de folio **********, relativo al cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, es referente al inmueble anteriormente citado, el cual cuenta con el contrato número **********, motivo por el cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, resultando pertinente la transcripción de dicha disposición legal:

ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Por lo que es de concluirse que desde el momento en que la parte actora es propietaria de un inmueble que cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligado a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que el hecho generador -causación del gravamen- de las contribuciones por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva:
1.
Del mandato legal establecido en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.
2.
De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (Artículo 143 en relación con el 221 de la Ley de Aguas); en donde las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del Artículo 170 de dicha ley o bien; mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III del Artículo 170 del ordenamiento legal en mención.
Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como lo serían, entre otros:
· El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado conforme a lo dispuesto en el Artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

· La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM conforme a lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas 

En ese sentido se advierte claramente que el Organismo demandado por regla general debe de realizar el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de SERVICIO MEDIDO, por lo que bajo dicha circunstancia, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, en este caso no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

Ahora bien, en el caso se tiene que el recibo de cobro impugnado folio **********señala como tipo de cobro el de SERVICIO MEDIDO, sin embargo en el mismo recibo de cobro aparece como lectura anterior “2075”, lectura actual “2075”, consumo “130 M3” y como promedio “130 M3” del tal manera que del contenido del mismo recibo de cobro aparece que se aplica como tipo de cobro el de “PROMEDIO DE TOMA”. 
Por tanto, en el caso se tiene que en el recibo impugnado que nos ocupa ********** se señala como tipo de cobro, el de SERVICIO MEDIDO, sin embargo se aplica PROMEDIO DE TOMA, modalidad que prevé el artículo 7 de la Ley de Cuotas y tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., vigente en la entidad,  para los casos en que exista impedimento para la toma de lectura,  y se obtiene al promediar el consumo de los últimos tres meses o bimestres registrados.

En este sentido, INTERAPAS para justificar esta modalidad de cobro, al contestar la demanda manifiesta que al recibo folio **********, se le aplica  PROMEDIO DE TOMA, porque en el domicilio ubicado en **********, existe un impedimento para la toma de lectura, promediándose las tres últimas lecturas en términos del artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas, al señalar textualmente en su contestación de demanda lo siguiente:

“…es preciso señalar que el acto impugnado se encuentra debidamente fundados y motivados en los artículos 6°, 7°, 8°, 9°, 10°, 11°, 12°, 13, 14, 15 y demás relativos de la Ley de Cuotas y Tarifas publicadas en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí vigente del 2020; así como en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en sus artículos 79, fracción XVII, 92 Fracciones I, XI, XII y XIII, 100 Fracción VII, 164, 178, 179, 180 Cuarto Párrafo, 182, 183 y 187, 41 Segundo Párrafo Fracciones IV, VI y VII, del Reglamento Interno de INTERAPAS publicado en el Periódico Oficial, numerales que facultan tanto al Director General de este Organismo INTERAPAS como al Director de Comercialización del citado Organismo, para realizar el cobro por la prestación del servicio de agua potable alcantarillado y saneamiento que le presta el organismo y del cual goza y consume el actor del presente Juicio de Nulidad; mismo consumo que se determina de acuerdo al promedio que se le factura a la parte actora del presente Juicio, cobro que se realiza con base al tipo de servicio en este caso se trata de tipo comercial, por lo que con base a lo señalado en el artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas publicadas en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, “En caso de existir impedimento para tomar la lectura, se cobrara el promedio bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres, según sea el caso,” promediándose un consumo de 3 M3, por lo que con base al rango de consumo total bimestral  del Metro Cubico (m3) Tarifa por cada metro cúbico de consumo total hasta 4 m3 por la cantidad de $22.00 X 130 M3= $2,860.00, 17% servicio de drenaje o alcantarillado, más 22% Servicio de tratamiento de aguas residuales, más el I.V.A. del monto total de la facturación, más la cantidad adeudada de 98 meses anteriores que el usuario ha sido omiso en cubrir, dando un total de **********, promedio que el cual se tomó AL MEDIDOR NUMERO DE SERIE ********** MARCA **********, MODELO ********** INSTALADO EN EL DOMICILIO UBICADO EN CALLE ********** CON NUMERO DE CONTRATO **********, predio en el cual se a consumido el servicio de agua que  presta este organismo operador; por lo que EN VIRTUD DE EXISTIR UN IMPEDIMENTO U OBSTACULO PARA LA TOMA DE LECTURAS CORRESPONDIENTE DEL PERIODO DE FACTURACION 09-09/2021 (AGOSTO-SEPTIEMBRE DEL 2021), RAZON POR LA CUAL Y AL EXISTIR IMPEDIMENTO PARA LA TOMA DE LECTURA SE LE TOMA UN PROMEDIO YA QUE EN LA LEY DE CUOTAS Y TARIFAS EN SU ARTICULO 6°.- REFERENTE AL PAGO DE SUMINISTRO DE AGUA SE LE COBRA UN SERVICIO TIPO INDUSTRIAL ….” 
[El resaltado en subrayado es propio]

Ahora bien, como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada.
No obstante lo anterior y que además la autoridad demandada al contestar la demanda manifiesta que en el domicilio ubicado en **********, cuenta con el tipo de servicio tipo doméstico y de manera incongruente señala también “industrial”, con el tipo de cobro de PROMEDIO DE TOMA, cuyo promedio de lecturas  se tomó consecutivamente “AL MEDIDOR NUMERO DE SERIE ********** MARCA DELAUNET, MODELO ********** INSTALADO EN EL DOMICILIO UBICADO EN CALLE ********** CON NUMERO DE CONTRATO **********”, el Organismo demandado no ofreció ningún medio de prueba, es decir, el Organismo intermunicipal no exhibió ninguna hoja de toma de lecturas en las que consten las tres últimas lecturas que sumadas y dividido entre tres el resultado de las mismas, diera como resultado 130 m3; ello no obstante que la carga de probar la existencia de los tres últimos consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada.
Por tanto no existe un parámetro para determinar el consumo que pretende cobrar dicho Organismo mediante el recibo de cobro ********** y por ende no se cuenta con los parámetros que permitan a la parte actora tener certeza de la cantidad que se le está cobrando toda vez que no se cuenta con los elementos necesarios para determinar el monto de la contraprestación por el servicio prestado en el periodo determinado, de ahí que resulta injustificado el cobro que se pretende al no lograr acreditar registro de consumo alguno, dejando a la parte actora  en un estado de indefensión, considerando que la prueba idónea para demostrar el consumo de agua es con las horas de toma de lectura, en términos de lo previsto en el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, máxime que en el caso, la parte actora afirma que el consumo de agua se hace mediante el pago de pipas de agua para bastecer dicho servicio.

En conclusión, la demandada no logró demostrar la validez de su acto, es decir que la parte Actora haya realizado consumo alguno, toda vez que dicho consumo se demuestra con la lectura del aparato medidor realizada por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua, y en el caso que nos ocupa, la Autoridad demandada fue omisa en acompañarla, por lo cual no se acredito que se haya realizado por parte de la actora consumo alguno de ahí que resulta lo fundado el concepto de impugnación hecho valer por la parte Actora.

Ahora no pasa inadvertidos para esta Sala que para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció los siguientes medios de convicción:

“1.- DOCUMENTAL PRIMERA.- Copia Certificada de del nombramiento expedido a mi favor …..." 

“2.- CONFESIONAL EXPRESA.- consistente en todas y cada una de las manifestaciones vertidas y no vertidas en el escrito inicial de demanda, como lo es el de forma específica que la parte actora refiere haber celebrado un contrato de prestación de servicios  de agua potable, alcantarillado y saneamiento, al cual se le asigno como numero de contrato **********, así como también que dicha actora en ningún momento manifiesta dentro de sus hechos de demanda carecer del servicio correspondiente a agua potable alcantarillado y saneamiento, tampoco refiere que se haya presentado a las instalaciones de mi mandante para efecto de que se le realizará el cambio de tipo de cobro de promedio de toma a medido o a cuota fija, o el cambio de tipo de servicio doméstico, así como de ninguna forma ha señalado que ha cubierto con los pagos correspondientes a 4 meses de adeudo, por lo que se ofrece la presente probanza a efecto de que sea valorada..”

"3.- INSPECCION OCULAR.- inspección que se deberá llevar a cabo en el domicilio ubicado en **********L con número de contrato **********, (…) atendiendo a los siguientes extremos: (…) si el domicilio ubicado en **********L con número de contrato **********, con medidor.” Si en caso de existir medidor, el mismo se encuentra a la vista. (..) si el domicilio **********L con número de contrato **********, cuenta con servicio de agua potable en el aljibe y tinaco, hecho que se puede apreciar a simple vista, dado a que con abrirla tapa y OBSERVAR si hay agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno. (…) 
“4.- PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todo lo que se refiere y beneficie a la parte que represento.”

“5.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistentes en todas y cada una de las que constan en el expediente y todo lo que de hecho y por derecho beneficia a la parte que represento.”

Empero los medios de prueba antes reseñados no benefician a su oferente para acreditar los consumos atribuidos a la demandante, máxime que en el acta de inspección ocular que ofreció la demandada agregada a foja 107 de autos se hizo constar que si se cuenta con medidor, de ahí que valorada en términos del artículo 72 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, no  acredita el hecho pretendido por la oferente, relativo a que pruebe el consumo de agua y sirva de base para el cobro de la cantidad de que se duele el accionante; máxime que como ya fue señalado, la prueba idónea para acreditar el consumo de agua tratándose de servicio medido, son las hojas de toma de lecturas a que se refiere el artículo 221 de la Ley de Aguas para el estado y en el caso de promedio de toma, las tres últimas lecturas.
Además de lo anterior, cabe mencionar que los adeudos a cargo de los usuarios y en favor del Organismo Intermunicipal derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado, tendiendo facultades dicho Organismo para determinar y cobrar, a través del procedimiento administrativo de ejecución, los adeudos que resulten de aplicar las cuotas o tarifas por los servicios que preste, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 92, fracción XI de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; 67 y 89 del Código Fiscal del Estado y el recibo de pago que expida el Organismo Operador Intermunicipal, a los usuarios del servicio, previa suscripción del contrato respectivo en los términos de lo establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, solamente es para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, a partir de la lectura que haya tomado personal autorizado de dicho Organismo procedimiento de cobro que se encuentra regulado en los artículos 136, 146 y 183 del citado ordenamiento legal y que es diferente al procedimiento para determinar y cobrar adeudos generados por el incumplimiento de pago que se registre al vencimiento de cada recibo cuando éste no haya sido debidamente cubierto por el usuario dentro del plazo establecido en cada recibo de pago.

En este sentido, en el recibo de pago con número de folio **********, visible a foja 14 de autos, valorado con anterioridad, la autoridad demandada pretende realizar el cobro de una cantidad por concepto de adeudo anterior vinculada con noventa y ocho meses de adeudo que comprende del mes de noviembre de dos mil trece a julio del dos mil veintiuno, que no ha sido previamente determinada ni notificada formalmente, en los términos de lo establecido por los artículos 178 y 179 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los cuales en su parte conducente se establece textualmente lo siguiente:
"ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado."

"ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado..."

Por tanto,  toda vez que de conformidad con el artículo 8 del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y toda vez que en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada no probó en este juicio que la parte actora realizó el hecho generador del tributo, correspondiente al periodo de agosto - septiembre de dos mil veintiuno, y a los 98 meses de adeudo que comprende del mes de noviembre de dos mil trece a julio del dos mil veintiuno, que corresponden a la cantidad que pretende cobrar mediante el recibo de cobro **********, se determina de fundado el concepto de impugnación hecho valer por la parte Actora.

Por lo anteriormente expuesto, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia de los cobros contemplados en el recibo **********, en términos de los artículos 14 y 16 Constitucionales, Ley de Aguas del Estado y Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual, incumpliendo además, con los elementos y requisitos para la exigencia del acto, en razón de que los datos en que se apoya la autoridad demandada para motivar la determinación del monto de las contraprestación que en esta vía se controvierten, en sí mismos no son suficientes para configurar la determinación de la contraprestación que se exige cubrir por los servicios prestados, al no estar vinculados ni asociados a tarifa o tasa alguna ni procedimiento de cálculo ni de aquellos otros datos indispensables y que se encuentran relacionados con la forma en que dicho Organismo determinó el consumo y monto total a pagar.
En esa tesitura, esta Sala Unitaria concluye, que el estado de cuenta con número de folio **********, se ubican en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad total, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal; Ordenándose en consecuencia al Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez la cancelación de sus registros y sistemas de control aplicables del adeudo por concepto de noventa y ocho meses de adeudo que comprende del mes de noviembre de dos mil trece a julio del dos mil veintiuno; asi como también haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el crédito nulificado, no vuelva a ser exigido al Gobernado, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado, dado que no se acreditó el consumo de agua como hecho generador del crédito fiscal o cobro que pretende. 
Sirve de apoyo a lo resuelto por esta Sala, la Tesis que a continuación se cita.
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, FALTA O INDEBIDA. EN CUANTO SON DISTINTAS, UNAS GENERAN NULIDAD LISA Y LLANA Y OTRAS PARA EFECTOS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido de manera reiterada que entre las garantías de legalidad y seguridad jurídica previstas en el artículo 16 constitucional, se encuentra la relativa a que nadie puede ser molestado en su persona, posesiones o documentos, sino a virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, y dicha obligación se satisface cuando se expresan las normas legales aplicables y las razones que hacen que el caso particular encuadre en la hipótesis de la norma legal aplicada. Ahora bien, el incumplimiento a lo ordenado por el precepto constitucional anterior se puede dar de dos formas, a saber: que en el acto de autoridad exista una indebida fundamentación y motivación, o bien, que se dé una falta de fundamentación y motivación del acto. La indebida fundamentación implica que en el acto sí se citan preceptos legales, pero éstos son inaplicables al caso particular; por su parte, la indebida motivación consiste en que en el acto de autoridad sí se dan motivos pero éstos no se ajustan a los presupuestos de la norma legal citada como fundamento aplicable al asunto. En este orden de ideas, al actualizarse la hipótesis de indebida fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se ubica en el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues lo contrario permitiría a la autoridad demandada que tuviera dos o más posibilidades de fundar y motivar su acto mejorando su resolución, lo cual es contrario a lo dispuesto en la fracción II del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, lo que implica una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales. En cambio, la falta de fundamentación consiste en la omisión de citar en el acto de molestia o de privación el o los preceptos legales que lo justifiquen; esta omisión debe ser total, consistente en la carencia de cita de normas jurídicas; por su parte, la falta de motivación consiste en la carencia total de expresión de razonamientos. Ahora bien, cuando se actualiza la hipótesis de falta de fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se ubica en el supuesto previsto en la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, la nulidad debe ser para efectos, en términos de lo dispuesto en el párrafo final del numeral 239 del propio código. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Novena Época, Registro: 187531, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Marzo de 2002, Materia(s): Administrativa, Tesis: l.6o.A.33 A, Página: 1350.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la determinación de la contribución relativa al pago de derechos, contenida en el recibo folio **********, periodo de facturación 08-09/2021, derivado del contrato número ********** decretándose la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO. Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas
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